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Panamá, 18 de junio de 2024
Nota C-113-24

Licenciada
Maritza Roldán y otros
Asociación Nacional de Afectados
por el Dietilenglicol (A.N.A.D.l.G,)

Ciudad.

Ref.: Si la Viceministra de Salud está debidamente facultada para firmar Resoluciones que

otorgan el derecho al pago de la pensión vitalicia a las víct¡mas del dietilenglicol.

Señora Roldán:

Me dirijo a ustedes en ocasrón de dar respuesta a su escrito fechado 13 de junio de 2024, mediante el cual

solicita a este Despacho, nueslro criterio juridico respecto de:

"....si la Vice-Ministra de Salud, doctora lveth Ber o, está deb¡damente facultada
para firmar las Resoluc¡ones que otoryan el derecho al pago de la Pensión Vital¡c¡a

de carácter especia¿ a las v¡ct¡nas con afectac¡ón a la salud por el D¡et¡lengl¡col.

Med¡ante la resoluaón No.768 de 14 de aqosto de 20 20. nod¡ficada por la
resolución No. 905 del 2 de octubrc de 2020, se le deleaó a la Vice-M¡nistra de

Salud. Dra. lveth Beffí1, la facultad de /as Reso/uclones oue detem¡naban s¡

tenías o no. derecho a la oensión vitalicia. S¡n enbargo. atend¡endo una sol¡citud de

cefl¡f¡cac¡ón de la nisma Resoluc¡ón No. 768 del 14 de agosto de 2020, modificada

por la Resoluc¡ón N0.905 del2 de octubrc de 2020, NO FUE publicada en Gaceta

Ot¡c¡al.

. . ." (Lo subrayado es nuestro)

Primeramente debemos indicarle que el articulo 2 de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000, que aprueba el

Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Adminiskación, señala que sus actuaciones "...se extienden
al ámbito juridico adninistrativo del Estado, excluyendo las funciones jurisdicc¡onales,legislativas
y en general, las competencias especrales gue tengan ofros organisrnos ofic,ares ", supuesto de

exclus¡ón que se conf¡gura en el caso que nos ocupa, toda vez que lo que se solicita guarda relación con

un análisis sobre la legalidad y alcance de actos administrativos materializados, los cuales qozan de
presunc¡ón de leqalidad, tienen fuena obl¡qatoria inmediata, V deben ser apl¡cados mienl¡as sus efectos
no sean suspendldos, no se declaren contrarios a la Const¡tución Polít¡ca, a la ley o a los reqlamentos
qenerales por los tribunales competenfes, como es el caso de las Resoluciones No.768 de 14 de agosto
de 2020 y No.905 del 2 de octubre de 2020, a las que hace referencia.

Aunado a ello, debo indicarle que de conform¡dad con el numeral 1 del articulo 6 de la citada Ley N0.38 de
2000, conesponde a esta Procuraduria servir de consejera juridica a /os seryidores públicos
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adm¡n¡strat¡vos oue consultaren su Darecer a detem¡nada ¡nte rDretact0n de la lev o el
mEn to ue se debe ir en un caso concreto presupuestos que tampoco se aiuslan a lo

solicitado

Es decir, que ba¡o estas restr¡cciones de ley, no le es dable a este Despacho, en esta ocasión, emitir un

pronunciamiento de fondo; no obstante, con fundamenlo en el derecho constitucional de petición, se

brindará una orientación objetiva, respecto al tema objeto de su consulta, aclarando igualmente que la
misma, no constituye un pronunciamiento de fondo o un criterio juridico concluyente que determine una

posición vinculante,

Sobre la oresunción de leqalidad de los actos admlnistrativos

El articulo 15 del Código Civil, en concordancia con el artículo 46 de la Ley N0,38 de 2000, consagran el

principio de presunción de legalidad de los actos administrativos, el cual profesa que las órdenes y demás

actos en firme del Gobierno Central o de las entidades descentralizadas de carácter individual, tienen
fuena obligatoria inmediata, y serán aplicados mientras sus efectos no sean suspendidos, no se

decla¡en contrarios a la Constituc¡ón Politica, a la ley o a los reglamentos generales por los

tribunales competentes.

En cuanto a la aplicación de este principio, la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de la Corte

Suprema de Justicia en sentencia de 12 de noviembre de 2008 señaló lo siguiente:

"Dentro del narco explicativo del negocio juridico que se ventila, huelga indicar

en cuanto al pincipio de legalidad de /os acfos administtat¡vos se ref¡eÍe,

llamdo así pot la doctina administrct¡va, se asume que, todo ecto emanado
de guion osforrfa le calidad de funcionario y dictedo en ejercicio de sus
etibuciones, tiene validez y eficacia iuúdice haste tanto auloridad
competenfe no declare lo contario; en consecuenc¡a, es hasta ese nomento
que rev¡ste de legalidad y obliga /os acfos profe dos por autor¡dad competente
para ello.' (Lo resaltado es nuesfro,)

Es decir que, en términos generales, mientras los actos administrativos no sean declarados contrarios a la

Constitución v la lev oor autoridad comoetente oara ello deben ser considerados válidos v, oor tanto, su

aplicación es obliqatoria

En este sentido, el articulo 206 de la Constituc¡ón Política de la República de Panamá, señala lo siguiente

'ARTICULO 206. La Code Suprena de Justicia tendrá, entre sus atribuciones

constrtucionales y legales, las srguienfes:

2. La jurisdicción contencioso-administrat¡va respecto de /os actos, om,siones.

prestacíón delectuosa o deliciente de /os servrbros públicos, resoluciones,

ódenes o d,sposiciones que ekcuten, adopten, expidan o en que ¡ncufian en

ejercicio de sus funciones o prebrtando ejercertas, los Íuncionaios públicos y
autor¡dades nacionales, provnc¡ales, nunicipales y de las entidades públhas
autónomas o sem¡autónomas. A tal fin, la Corte Suprcma de Justicia con
audiencia del Procurador de la Adn¡n¡strcción, podrá enular los actos
acusados de ilegalidad; restablecer el derecho parttculat violado; estatuir
nuevas dlsposlcrones en reenplazo de las impugnadas y pronunciarse
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prcjudicielmente acerca del sentido y alcenco de un acto administrativo o
de su valot legal. ..." (Lo resaltado $ nuestro)

A su vez el Articulo 97 del Código Judicial dispone que:

'Art. 97. A la Sala Tercera le están atribuidos los procesos que se originen por

acfos, omisiones, presfaciones defectuosas o deficientes de los serydores
públicos, resoluciones, órdenes o disposicones que ejecuten, adopten, exp¡dan

o en que incurran en ejercicio de sus funciones o pretextando ejercerlas, los
funcimarios públicos o autoridades nacionales, provinciales, munícipales y de
las entidades públhas autónomas o semiautónomas.

En consecuencia, la Sala Tercera conocerá en materia administativa de lo
srgurbnfe:

,. Do ros decrefos, órdenes, resoluciones o cuelesquion acfos, sean
generares o indiv¡duales, en mate a administetiva, que se acusen
de ilegalidad;

" (Lo resaltado es nuestro)

Ahora bien, la presunción de legalidad de los actos administrativos de carácter general o particular no es
absoluta, ex¡st¡endo pronunciamientos de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de la Corte

Suprema de Justicia en este sentido.

En este orden de ideas, podemos citar como referencia la Sentencia de dicha sala de 30 de diciembre de
2011, que al respecto señala lo siguiente:

"Al efecto, la Sala debe manlestat que en nuesto ordenamiento jurídico rige el
principio de "presunción de legalidad" de los actos adn¡nistrat¡vos, según el cual,

éstos se presumen legales o vétlidos, de modo que, quien afirme su ilegalidad,

debe probarla plenamente (Cfr. arf. 15 del Cód¡go Civil). Sobre este conocido
principio, el profesor y tratadista José Roberlo Dromi nos iluslra de la siguiente
forma:

'La presunc¡ón de legalidad no es un medio de prueba; atañe a la carga de la
prueba y tija una regla de inversión de la caea de la prueba. Anfe actos

absolrrtamente nulos, no hace fafta acreditar la ilegitimidad, porque ellos no

t¡enen prasunción de legitimidad.

El principio de presunción de legalidad de los actos adninistrat¡vos no significa

un valor absoluto, menos aún indiscttible, pues por eso se la calil¡ca como
presunc¡ón. La presunción de legitimidad es relativa y lormalmente aparcnte. La
presunción de legitimidad de que goza el acto admin¡strativo de que fue em¡tido
conforme a derecho, no es abso/ufa s,no sinple, pud¡endo ser desvirtuada por el
interesado, demostrando que el acto controvierte el orden juríd¡co.'

(DROMI, José Roberto. Citado por PENAGoS, Gustavo. El acto administrativo.
Tono L Ediciones L¡breria del Profesional. 5a Ed¡ción. Santa Fe de Bogotá. 1992.
pás.266).'
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Dadas las condiciones que anteceden, es evidente que cualquier pronunciamiento que realice este
Despacho en los términos solicitados, implicaria hacer un análisis sobre la legalidad de actuaciones
administrativas materializadas, situación que iria más allá de los limites que nos impone la Ley y
constituiria en un pronunciamiento prejudicial en torno a materias que pr¡vat¡vamente debe atender la Sala
Tercera de lo Contencioso Admin¡strativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en caso de que se
interpongan las acciones conespondientes, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del articulo
206 de la Constitución Pol¡t¡ca, desarrollado por el articulo 97 del Código Judicial, debiendo entonces esta
Procuraduria, de acuerdo con el contenido del numeral 2 del artículo 5 de la referida Ley N0.38 de 2000,
representar en la via jurisdiccronal los intereses nacionales y municipales de las entidades autónomas y,

en general, de la Administración Pública,

De esta manera damos respuesta a su solicitud, reiterándole que la opinión aqui vertida, no constituye un
pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante, en cuanto a lo
consultado.

Atentamente,

ú,dnr.*.lu;¿.r/- I
Procurador de la Administración

RGM/mabc
c-l03-24
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En esle sentido, quien considere se le haya vulnerado un derecho subietivo y/0. tener un interés leqitimo,
podrá presentar las acciones y recursos que en derecho correspondan, en via oubernativa o iurisdiccional.
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